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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 47
               Diciembre 3,4 y 5 de 2013

 


EL ACUERDO DE RECONOCIMIENTO MUTUO DE TÍTULOS Y GRADOS ACADÉMICOS DE EDUCACIÓN SUPERIOR CELEBRADO CON ESPAÑA, ES ACORDE CON LOS PRINCIPIOS, OBJETIVOS Y FINALIDADES DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO
	II. EXPEDIENTE LAT-410 - SENTENCIA C-909/13 (Diciembre 3) 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 




1. Norma revisada 
LEY 1611 DE 2012 (enero 2), por medio de la cual se aprueba el Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitaria entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España”, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010. 

2. Decisión 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitaria entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España”, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1611 de 2013, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitario entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España”, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010. 

3. Síntesis de los fundamentos 
Examinado el trámite surtido por el proyecto que culminó en la aprobación de la Ley 1611 de 2013, la Corte pudo establecer que se cumplieron a cabalidad con las etapas, requisitos y procedimiento establecidos en la Constitución y el Reglamento del Congreso, de manera que procedió a declarar la exequibilidad de la mencionada ley en relación con su aspecto formal. 

De igual modo, el Tribunal encontró que el contenido material del “Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitario entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España”, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010, se ajusta a las normas constitucionales. El Acuerdo se funda en el deseo común de ambos países de facilitar el reconocimiento de estudios, títulos, diplomas y grados académicos de educación superior que tengan validez oficial en el sistema educativo de cada Estado, lo cual es acorde con los principios, valores y finalidades propios del Estado social de derecho, asumido como modelo político, económico y social por la República de Colombia. 

Para la Corte, lo acordado entre ambas naciones contribuye a afianzar los nexos entre Colombia y España en el área educativa, bajo un criterio de correspondencia que genera espacios de movilidad e intercambio de experiencias e información, así como la transferencia de expertos en las distintas áreas del conocimiento, con reciprocidad en el apoyo intelectual, la divulgación mutua de conocimientos y la cooperación en diferentes ámbitos, además de abrir la puerta a los nacionales colombianos residentes en España que quieran desempeñarse laboralmente en ese país y hayan obtenido títulos académicos en instituciones de educación superior reconocidas en Colombia. Estos propósitos resultan congruentes con los objetivos constitucionales ligados a la educación como derecho y servicio público (art. 67 C.Po.), dentro de un marco de conveniencia nacional, reciprocidad, equidad, respeto por la soberanía de los Estados signatarios y de la autodeterminación de los pueblos, que realzan el acatamiento de lo estipulado en los artículos 9º, 150 (numeral 16) y 226 de la Carta Política. Todo esto desvirtúa cualquier eventual objeción para que este Acuerdo sea incorporado al derecho interno y el Estado colombiano se comprometa formalmente a su cumplimiento.
4. Aclaraciones de voto 
El magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub aclaró el voto por cuanto, a su juicio, a partir de la sentencia C-740 de 2013, el control integral de constitucionalidad de un tratado internacional debe comprender la verificación del cumplimiento del artículo 93 del Reglamento del Congreso (Ley Orgánica 5ª de 1992), que establece la prohibición de sesiones simultáneas de las comisiones permanentes y las plenarias. Advirtió que omitir la verificación de este requisito no resultaba congruente con la posición sentada por la Corte en la citada sentencia, con fundamento en la cual se declaró inexequible el Acto Legislativo 2 de 2012. La circunstancia de que en ese fallo se tratara de un acto reformatorio de la Constitución no justifica el tratamiento distinto que se dio por la mayoría en el presente caso. Por el contrario, opinó que la norma del Reglamento del Congreso está concebida para el procedimiento de debate y aprobación de leyes, como ocurría en este caso con la ley aprobatoria de un tratado internacional, sometida al trámite de una ley ordinaria y a un control automático e integral de constitucionalidad. Con mayor razón, concluyó, este control obligaba a una revisión de todos los aspectos del trámite legislativo de conformidad con la Constitución y el Reglamento de Congreso, que de manera injustificada se omitió en el presente caso. 

De otra parte, los magistrados María Victoria Calle Correa, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de una aclaración de voto relativa a las razones por las cuales en el presente caso no era imperativo examinar si se había respetado la prohibición de simultaneidad de sesiones de las comisiones permanentes y plenarias; entre otras, la circunstancia de que en la sentencia C-740/13 se trataba de una demanda de inconstitucionalidad en la que se había planteado el cargo por vulneración de esa prohibición.
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